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ftmdamen~ya que en el momento actual la fianza no viene I
evillr la prisión provisional, que, en todo CISO, seria improcedente
en virtud de la SentellCil IbIoIutoria, por lo que no supone una
mtricción de la libertad~ sino de la libre disponibilidad de
101 bienes (ftmdamento Juridico 4). , .

7. La vuIDerIIción del derecho. la preslUlCÍÓJl de ÍJIOCencia
apreciada por la Sala (ftmdameato juridico 4) conduce • la
es1imIci6n del recurso. Debemos ahora preciaar el contenido del
faDo, teniendo en cuenta lo di~ en el art. 55.1 de la ley
0raánicII del Tribunal Constiluctonal (LOTC), de lClIeldo con el
cuAl, la SentellCil que otoque el am""", contendrl lIauno o
'aJaunos de 101 pronunciamienlOl si¡uientel:

a) Declaración de nulidad de la decisi6n, acto o resolución que
hayan impedido el pleno ejercicio de los derechos o libertades.
protegidoS, con determinación, en su caso, de la extensión de SU&etó<:Iós. .

b) Reconocimiento del derecho o libertad pública, de confor·
midad con su contenido constitucionalmete de<:1arado.

e) Restablecimiento del recurrente en la integridad de su
derecho, o libertad con la adopción de las medidas apropiadas, en
su CISO, para su conservaci6n.

En el presente caso resulta claro que las resolucionesim~
dII, al no estar fundadas en Derecho de acuerdo con el pnnClpio
de proporcionalidad, en los términos anleS expueslOSEfundamento
juridico 4,a1 que nos remitimos) afectan a la in '. del derecho
a la presuDci6n de inocencia, por lo que debe de<: su nulidad
y reconocerse el derecbo del actor I q~ la procedencia o no del

27950 SIlla Primera. Recurso tk amparo nú"",ro 549/1983,
sentencia número 109/1984. de 26 tk noviembre.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Manuel Garcla·Pelayo Alonso, Ptesiden1e, y don Angel Latone
Se¡ura, don Manuel Diez de VeIasco Vallejo, doñl Gloria Beaué

. canton, don Rafael G6mez·Femr Morant y don Angel Escudero
del Corral, Magistrados, ha pronunciado- .

. EN NOMBRE DEL REY
la sicuíente

SENTENCIA

. En el recurso de am""", nlÍll1. 549/1983, formulado por el
Procurador de los Tribunales don Santos de GandariUas Carmona,
en representaci6n de la Asociaci6n de Propietarios y Amigos del
Pinar de Abantos,~ la direcci6n del letrado don Pedro Bielsa,
conlra las' resoluciones dietadas por la SlIa Tercera del Tribunal
Supremo de 16 de mayo y 20 de Junio de 1983, en ejecuci6n de la
SentellCil dictada el 24 de septiembre' de 1975, estimatoria del
recurso contencioso-admiDislrativo nlÍll1. 301.395/1972, interpues­
to por la mencionada Asociaci6n. En el recurso han comparecido
el Abopdo del Estado y el Ministerio Fiscal, y ha sido ponente el
Magistrado don Rafael G6mez·Ferrer Morant, quien expresa el
parecer de 11 SlIa. . .

1. ANTECEDENTES

l. En 29 de julio de 1983, el ProC1trador de los Tribunales don
Santos Gandarillas Carmona, en representaci6n de la Asociaci6n de
Propietarios y Amigos del Pinar de Abantos, formula recurso de
amparo contra los Autos de la Sala Tercera del Tribunal Supremo
de 16 de mayo y 20 de junio de 1983, acordados en ejecucl6n de
la Sentencia dietada por la Sala en 24 de diciembre de 1975,
estimatoria del recurso contencioS()4administrativo núm.
301.395/1972. interpuesto por la actora, con la súplica de que se
decla... la nulidad de los Autos impugnados y se proceda al
cumplimiento y ejecución de la Sentencia:

2., la demanda parte de los siguientes hechos:
A) Por Decreto éle 16 de noviembre de 1961 fue declarado

~e Pinto...sco de In!erts Nacional' el denominado Pinar de
Abantos y zona de la Herreria del Real Sitio de San Lo...nzo de El
Escorial, cuyas ordenanzas reguladoras se aprobaron por una
Orden ministerial de 8 de junio de 1965. .

Por ...solución de 13 de julio de 1910, de la Di.....i6n General
de Bellas Artes, se aprobó el proyecto de construcci6n de dos
edificios de apartamentos dentro del aludido paraje pintoresco,
resoluci6n que, por considerarla contraria a la orderiaeión de éste,
fue recurrida por la Asociaci6n, ahnra solicitante de am""",.

B) Por Sentencia de la SlIa Tercera del Tribunal Supremo de
24 de septiembre de 1975, se anul6 la referida resolución y se

.mantenimiento de la fianza se decida eIÍ nueva resolución fundada
en Derecho de acuerdo con el mencionado priocipio. quedando
restablecido en la integridad de su derecho mediante la nuevI
resoluci6li que se diete. '.

FALLO

. En atenci6n I todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
I'OR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTU·
C10N DE.LA NAClON ESPAÑOLA, .

Ha decidido:

1, Estimar en parte el recurso de am""", y a laf efecto:

a) Declarar la nulidad de las resoluciones impugnadas. .'
b) Reconocer el derecho del actor a que se diete una resolu·

ci6n fondada en Derecho acerca de su petlci6n de cancelaci6n de
la fianza, de acuerdo con lo expuesto en el fondamento jurldico
último, quedando restablecido en la integridad de su derecho
mediante la nueva decisi6n que ha de dictarse.,

2. DeseStimar él recurso en todo lo demás.

Publiquese esta Sentencia en el «Iloletin Oficial del Estad...,

Madrid,. 26 de noviembre de 1914.-E1 exceIentisimo-señor don
Manuel Garcia·Pela~o y AJonso voló en SlIa y no pudo fir·
mar.-Firmado y rubricado.-An&ei Latorre Segura-Manuel Diez de
VeIasco Vallejo.-Gloria Beaué Canlón.-Rafael G6mez·Ferrer Mo-
rant.-Angel Esenciero del CorraJ.-Firmadoa y rubricados. .

ordenó, en consecuencia, la demolición de cuanto se hubiera
construido al amparo de la misma. -

Por Orden ministerial de 10 de junio de 1916 (publicada en.e1
«Iloletln Oficill del Estad... de 23 de agosto s"ulente). la AdmID"
traci6n del Estado dispuso el cumplimiento en sus propios lérmi·
nos de dicha Sentencia. .

Cl Sin que esta resolución judicial llegara de hecho a ejecutar·
se, el propIetario de los edificioa en cuesti6n formul6 en 1919
recurso de reposición· contra la Orden minÍsteriaJ antes citada de
1965, por la que se aprobaron las Ordenanzas r",uladoras del
repetido paraje pintoresco. Contra la resoluci6nmmlStenal por la
que se estim6 el citado recurso, la Asociaci6n abora demandante de
amparo interpuso recurso contenciOSQ, que fue estimado plena-­
mente por Sentencia de la misma SIIa Tercera del Tnbunal
Supremo de 10 de abril de 1982, que' anuló la resolución im·
pugnada.

D) Promovido por la Asociación incidente de ejecuci6n de la
Sentencia de 1915, la Slla Tercera del Tribunal Supremo (que
habia recibido con fecha de 30 de noviemb... de 1982 una
comunicaci6n de laComisión de P1aneamiento y Coordinaci6n del
Atea Metropolitana de Madrid en la que se señalaba que. con base
en elart. 228 dela ley del Suelo de 1956, se babia estimado de
interés público conservar loa edificios construidos en la zona de
protecci6n .del Pinar de Abantos), por Auto de 16 de mayo de 1983
acord6 declarar no haber lugar a la demolición de lales edificios, sin
perjuicio de las sumas que hubieren de-satisfacerse en concepto de
resarcimiento de daños e indemnización de perjuicios a quienel
directamente afectados por la Sentencia a que se contraia la
ejecuci6n promovida probasen la existencia de dichos daños y
peljuicios. .
. Interpuesto por la Asociación recurso 'de. súplica contra el

referido Auto, la Sala. por Auto de 20 de Junio siguiente, lo
desestimó, confirmando, en consecuencia, la resolución anterior.

3. La recurrente invoca como fundamento de su pretensión el
derecho consagrado en el arto 24.1 de la Constitución. que entiende
ha sido vulnerado por las resoluciones judiciales impugnadas. !.os
argumentos en IcJs que se apoya tal pretensión son los. siguientes:

A) La parte dispositiva de la Sentencia de 24 de sepliembre de
J97S estableció claramente la necesidad de demoler unas construc·
ciones abusivas e ilícitamente alzadas en una zona prohibida
Iegllmente, con la agravante de que, diclada dicha Sentencia, en
~uel momento la construcción se encontraba en fase meramente
inicial y sus promotores, en vez de a"lIr la decisi6n judicial y
parIIizar las obras, las aceleraron, ante la pasividad de los órganos
municipales y estatales, con lo que la demolici6n que se pretende
corresponde a una obra 9,ue en su mayor parte fue construida
maliciosamente una vez dIctada la ...petida sentencia. De hecho
sólo se logró paralizar la construcci6n del segUndo de los bloques
proyectados, aetualmente con parte de su estructura levantada, que
bien podria terminarse a la vista de la vaguedad y Iitlta de precisl6n
en este punto concreto de 101 autos impugnados.
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B) En la ejecución de la sentencia citada se ha incuirido.en
.na de las mAs ¡raves inftaA:ciones del ordenamiento jurídico,
atentatoria del principio de santidad de la cosa juzpda, al dejar la.
ejecución de aquella sentencia al arbitrio de los tituIaRs de un
órgano como una mera Comisi6n De1epda de una simple Comi·
sión Provincial de Urbanismo, con la ¡rave particularidad de que
el acuerdo de 30 de noviembre de 1982 se produjo después de mAs
de siete años de dietada la sentencia, invocando el artlculo 228 de
la Ley del Suelo de 1956: . .

C) La tutela judicial efectiva reconocida en el artlculo 24 de
la Constitución compórta no solamente el deredto a obtener una
sentencia que decida la pretensión deducida. sino a que la sentencia
sea cumplida, lo que corresponde exclusivamente a los Tribunales,
a quienes el articulo 117 de la Constitución atribuye la misión de
juzgar 'i bacer ejecutar lo juzpdo, tal como ba declarado la
sentencia número 911981 de este Tribunal.

D) El articulo 228 de la Ley del Suelo de 1956 infringe el
artlculo 117 de la Constitución al atentar contra la santidad de la
cosa juzgada y la I"'testad de los Tribunales de m..:.~:cutar lo
juzgado. al t"''rmiur que una simple Comisión Del de una
mera Comis.ón Provineial de Urbanismo pueda declal8f que una
sentencia firme no puede ejecutarse sin otro fundamento que el
ejercicio de las mas absolutas potestades discrecionales, sin que
existan motivos tasados que lo justifiquen y al amparo de una
normativa incompatible con nuestro actual Estado de derecho.

E) Frente al argumento contenido en el primer considerando
del auto .mpugnado en súplica, de que según la jurisprudencia
relativa al principio de un.dad del proceso, éste debe regularse
unitariamente por la normativa vigente. en el momento de su
incoación. debe notarse que 4espues de la Constitución nn puede
admitirse que un acto administratIVO de una mera Comisión
Delegada de una SImple Comisión de Urbamsmo infrinja abierta­
mente uno de los mAs sasrados derechos de la persona y uno de los
principios básicos de un Estado de derecho. tal como ha sido

. entendido por la ya citada sentencia de este Tribunal número
911981. De ahi que haya de rechazarse cualqUleT mvocación del
principio de regulaci6n conjunta y unidad del proceso J)8l1l estimar
válido un acto administrativo que atenta contra la Constitución,
por el hecho de referirse a un proceso incoado hace mAs de diez
años y en eJecuCl6n de una sentencia que debió estar cumplida hace
mils de siete años. :

Fl Ademas, esa situación tampoco resultaha tolerable antes de
la ConsllluClón, pues a partir de la Ley Orgánica del I!stado de 10
de enero de 1961 (art. 31, en reIaclón con la disposición final
'primera) quedó claro en la dnctrinaque ..taban deropdas cuantas
disP.""iciones. como el art. 228 de la Ley del Suelo de 1956,
atnbuyeran competenCIa en orden a ejecutar una Sentencia a
cualquier argano que no fuera JurisdiCCional, con lo que parece
eVldentt' que dicho precepto. que ahora pretende aplicarse.. no
"liba v.gente tras la aprobación de la menCIonada Ley Orgánica,
y que. de no ser asl, devino de todos modos inaplicable tras la
,.aprobarlOn de la Constitución. .

Gl ~un cuando el art 228 de la Lev del Suelo de 1956 no
¡ncumeTa en la nulidad- de pleno derecho denunciada o no
infringiera hipotéticamente el derecho constitucional invocado.
dicho precepto seria inaplicable al supuesto aquí planteado porque
ese precepto era de estricto Derec~o Urbanístico y, en este caso, no
han eXIstido infraCCIones urbamsbcas, SIDO otras mucho más ~aves
que afectan al Patrimonio Artístico Nacional. con intervención de
órganos de los MinisteriOs de Educaci6n y Ciencia y de Cultura,
que están totalmente fuera y muy por encima del Ambllo urba-
nístico. _ . _

H) Elart. 228 deJa Ley del Suelo de 1956 se refiere solamente.
a obras de urbanización, de modo que según interpretaclon
generalizada y dominante la ineiecuci6n de Sentencia solamente
afectarta a tales obras y no a la demolici6n de edificaciones.

11 El "uto impugtlado nada clarifica sobre el futuro del bloque
de apartamentos del que actualmente sólo se halla levantada su
estructura, destrozando el paisaje, sin que a la vista del Auto quede

.claro que deba procederse a su derribo, con lo que un constructor
desaprensivo podria, quizA, terminarlo de construir, agravando aún
más el incumplimiento e inejecuci6n de la Sentencia de. 1975.

JI Por muy discrecional que sea -y no lo es-'lapotestad lIue
a una mera Comisión Delegada de una simple Comisión Provincíal
de Urbanismo pueda reconocer el art. 228 de la Ley del Suelo de

, 1956 nunca resultará concebible 'Iue pueda ejercitarse para un fin
distinto al pre-visto en el ordenamlento jurídico e incluso atentato-
rio al mismo. . . _ .,"

-. En el caso presen~ no existe el más mínimo interés público que
aconseje no acatar una Sentencia que además de firme y ejecutoria
fue acordada cumplimentar por la Administración General del
Estado; por el contrario. no hay mAs que intereses privados -y, en
concreto. en relación con viviendas de lujo destinadas al esparci­
miento o descanso de gentes acomodadas-, incapaces de prevalecer

mnte al interés público de protección del Patrimonio Artístico
Nacional, y. ~ todo caso, del cumplimiento de una Sentencia
finoe,

4, Por providencia de 19 de octubre de 1983 la Sección acordó
adotitir a trAmite la demanda y requerir atentamente al Tribunal
Supremo para que remitiera Iaa actuaciones relativas al recurao
conteociOS04dministrativo núm, 301.395/1972, en el que recayó
Sentencia de 24 de septiembre de 1975, seguido ante la Sala
Tercera. interes6ndose al propio tiempo de dicho ó,...,o judicial el
emplazamiento de quienes fueron parte en el menCIonado recurso
...... que pudieran comparecer en el presente proceso constitucio-",,1.--

5, Por providencia de 23 de noviembre del mismo año la
Secci6n acord6 tener por recibidas Iaa actuaciones remitidas por el
Tribunal &upremo y por personado y parte al Abosado dell!stado.
asi como,. tenor de lo dispuesto en el art, 52 de la Ley Orgánica
del Tribunal Constitucional (LOTC), conoeder un plazo de veinte
dias al Ministerio Fiscal. Abosado del Estado y al Procurador señor
Gandarillas J)8l1l que dentro del mismo pudieran presentar las
alegaciones Que a su derecho convinieran.

6. En su escrito de alegaciones el Abosado del 'Estado solicita
de este Tribunal que dicte Sentencia denegando el amparo con base
a l~ siguientes argumentos:

A) La única cuestión con trascendencia constitucional que ha
de ser debatida en este proceso se circunscribe a si la no identidad
entre lo ejecutado y lo estatuido en un fallo judicial da lugar a una
violación del art, 24 de la Constitución -<m relación con el art,
117-, ya que los demás temas planteados por la demandante son
de legalidad ordinaria, y, en consecuencia, no abordables en esta
vla de amP!"". no correspondiendo tampoco al Tribunal Constitu­
cional dec.dir sobre la no confortnidad ala Ley OrgAnica.dell!stado
del art. 228 de la Ley de 19S6.

B) La cuesti6n ouscitada en el presente recurso ha sido ya
resuelta por este Tribunal en su Sentencia núm, 58/1983, en la que
se examIna si el art. 211 de la Ley de Prooedimiento Laboral. en
relación con los arts, 55 '156 del Estatuto de los Trabajadores, IOn
o no conformes con el arto 24 de la Constitución en cuanto prevén
la posibilidad de indemnización oustitutoria del reintegro del
trabajador a su puesto de trabajo,

C) La garantía de ejecuci6n que la tutela judicial comporta,
según tiene declarado este Tribunal, consiste en 9ue el falloJudicial
pronunctado se cumpla y ello aun cuando no extsta una coinciden·
cia entre lo fallado y lo ejecutado (Sentencia núm, 58/1983, citada),
debiendo si¡nificarse que en el presente supuesto la demrilici6n o
su sustitución JlO! el abono de perjuicios al perjudicado es, como
arguye el proPlO Tribunal Supremo en el primer considerando del
Auto impugnado de 20 de junio de 1983, cuna manifestación
volitiva y soberana del Tribunal, no del órgano, administrativo, por
lo que la Sentencia la manda ejecutar éste. siquiera, a la vista de los·
m_ puestos en juego y ponderada y racionalmente enjuiciados
por la AdministraCl6n, l'uede el Tribunal adoptar una postura
alternativa de la pronunCIada en la Senteneia, postura que viene a
ser una de las dos filcetas que, conjuntamente, componen la
ejecución de su resolución.. razonamientos 9ue comparte la
Abogacía del Esiado y que desbaratan, a jwcio de ésta, las
declaraciones de la recurrente de que el informé de la Comisión de
Planeamiento y Coordinaci6n del Arca Metropolitana constituye
una violación de la «S8ntidad de la cosa juzgadas y provoca una
situación de denegación de justicia.

D) La aplicación al proceso contencioso a que se contrae este
amparo del art. 228 de la Ley del Suelo de 1956 es un tema de
legalidad ordinaria no abordable en vía de amparo, tal como, con
carácter general. tiene declarado este Tribunal en numerosas
resoluciones. Bien entendido, además,. que, en el presente caso, el
Tribunal Supremo ba ordenado una ejecuci6n alternativa en base
a un precepto -el citado- que ha considerado aplicable en virtud
del principio ""mpus re¡it actUltllO y a la vista del informe
-.<razonable y exhaustivo»- emitido por la Comisión de Planea·'
miento y Coordinaci6n del Areo Metropolitana de Madrid. del que
se desprende la concurrenCIa del interés 'público en la no demoli­
ción de los edificios construidos en el Pinar de Abantos. De otro
lado, la valoración de las circunstancias·que se ponen de manifiesto
pueda ser sometido a revisión del Tribunal Constitucional, 'Iue se
constituiría en ese caso en una nueva instancia jurisdiCCIOnal.
contra lo que él mismo ha venido declarando de modo reiterado.

E) De !Jual mndo. y por ser también temas de simple
legalidad ordmaria, tampoco SOft atendibles en esta vía las demás
alegacionesplasmadas en la demanda, tales como la inaplicabilidad
del art. 228 de la Ley del Suelo de 1956 al pleito contencioso­
adotinistrativo, dada la naturaleza del Patrimonio Hist6rico-Artis­
tico y no urbanistica que tiene la cuestión en aquél debatida, y toda
vez que dicho precepto sólo es a¡tlicable a las «obras de urbaniza·
ció,", y no a la demolición de edificaciones. así como la relativa a
la supuesta desviación de poder en que incurrió la Administraci6n
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al emitir el informe que dio lugar a la no demolición (alegacion6
todas ellas rebatidas en distintos conSlderandos de los Autos
impugnados en el presente recurso de amparo).

7. Por su parte. el Minl5teno Fiscal en .u escrito de alegacio­
nes. interesa de 6te Tribunal declare que la tutela· judiCUII
consasrada en e! arto 24.1 de la Consntuclón ha sido vulnerada por
101 Autos del Tribunal Supremo recurridos. declatando. en COJlJlO­
cuencia. la nulidad de IoInn.mos y que la Sentencia del Tribuual
Supremo de 24 de octubre de 1975 debe ejeCU_ en sua pnlpIOI
y justos térmInos.

Los argumentos' que fundamentan la potICIÓII del MiDisteriG
Fiscal son los SIgUientes:

A) Dado que en el ámbito de lo contenCloso-administrativ!> se
dan cirtunstanclas smgulares que permIten ta suspenSIón o me.Jecu..
ción del liollo según lo que se dispone en los arts. 105 y·siguientes
de su Ley reguladora. a los que hay que añadir e! art. 228 de la Ley
del Suelo de 1956. la cu_on resIde en saber si la aplicaci6n de
esos preceptOS en e! presente supu6to ha SIdo la debida tanto en
su aspecto matenal -al efectJvamente concurrian algunos de los
supuestos legales-. como en el formal -SI laaetuación de la
Admimstración. y por enae. la de los Tribunales, respetó e!
PI'OCedimlento establecido. . .

B) No Importa aqui examinar los problemas de tempomlidad
en la aplicaaon del art. 228 de la l.ey del Suelo. de 19S6 m SI tal
precepto es o no aphcable a las obras de edificact6n o $010 de
urbaniZllClOn. punlos que no rebasan. el ámbito de la legalidad
ordínana y sobre los que se ofrece en el Auto impugnado de 16 de
mayo de. 1983 una mterpretación propia del ~erciao de la potestad
jurisdicClonal, .010 51 con la aplicacion de dicho precepto legal se

. ha vulnerado la tutela ¡urisdiccional. que es lo únil'O a dilUCIdar en
este proceso constituCIonal. . .

é) Después de rerenne a la convemencia de considerar cual
sea la mterpletact6n máa correcta del mettClonado art. 228 en
relación con la Ley de la Jurisdicción Conlencioso-Administraliva
(UCA), el MimSleno Fiscal __ que no seria congruente con
una in~ón~ y sistemática del ordenamiento jurtdico
conceder a un _ ptnlORSCO como el Pinar'de Abantoo. zona
verde por excelencia en la que se permite. sin embar¡o. edificar con
las limitaciones establecidas en su ordenamiento especial de 1965
(no oboervadas por la con.tr1ICCIón efectuada), una protección
menos naurosa que a Iaa zonas veRles encuadradas en planes o
proyectos de oRIenact6n urbana, a Iaa que se releria el art. 3 de la
Ley de 2 de diciembre de 1963. De ahí que pueda aIirmarae la
inapticación al caao presente del 3rt. 228 de la Ley del Suelo de
1956, excIwdo pnmeramente por la citada Ley de 1963, en lo que
a zonas veRles se refiere y más taRIe deropdo por el texto
refi¡ndido de la Ley del Suelo de 1976. que reduce las posibilidades
de inejecución de las Sentencias a las causas recogidas en el art. lOS
de la Ley reguladora de la Junsdicción Contencio8a. '

D) Aun admitiendo la licitud oonstituaonal de la inejecución
de las Sentencias·dietadas en lo contenetoso-administraltvo, hay
que hacer constar que el incumplimteDto de la Sentencia de 1975
no se motivó por lo dispuesto en la UC..... úníco apoyo legal que
podía tener. desechado e! del 3rt. 228 de la Ley del Suelo de 1956.
por las razones expuestas; de !ueJ\le que no es posible analizar si lit
dan los motivos del art. 105 de la U. pues DI la ....dministración 100
alegó ante el Tribunal Supremo. DI éste, 1000camente, entró en su
examen. con lo que no existe el presupuestO material pera que se
acordara la tne)ectJet6n.

E} Tampoco deSlk el punto de Vlsta fonnal tiene base alguna
la inejecuclón. ya que si la Propta ~dministración acordó la
ejecuaón de la Sentencta por una Orden de 1976. no puede.
transeumdos seIS años, sin revocación de dicha Orden (pues los
intentos anómalos de la Resoluaón de 2 de febrero de 1979 fueron
anulados por el Tribunal Supremo), pretender que se incumpla la
Sentencia haciendo uso de un medio legal inadecuado a! caso y sin
observar DI tiempo ni formas (pues quedaba en vigor la Orden de
ejecucion de 1976).

F) El corolario de lo anterior no puede ser otro que declanu
que la resolUCIón judicial que tenga su apoyo en una actuación de
la Admmistraeíon no i\iustada a derecho, como 10 es en este caso
el informe de la ComiSIón del Area Metropolitana de Madrid que
sirvió de base al Auto del Tribunlll Supremo que se impusna. no
respeta la prantla constitucional de una efectiva tutela judicial.
pues deja S1D ejecutar una Sentencia del propio Tribunal, que ha de
cumplirse por imperativo del art. 118 de la Constitución' si no 1I(

da motivo obstativo legal Y 6to es cabalmente lo que ocurre en
el caao presente en que una Sentencia del Tribunal Supremo, la del
año 1975. resulta incumplida en virtud del Auto de 16 de mayo de
1983, confirmado en súplica, que se basó en resolución administra­
tiva ilegal, de donde una ilegalidad, al agraviar un derecho
fuodamental, se hace cuestión constilucional, que ha de resolverse
declarando la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva
consagrada en el arto 24.1 de la Constitución.

8. Por último, la representación procesal de la d"",.ndante
reiteró. prácttcamente. en su escnto de alegaCIones. '\os argumentos
expuestos en la demanda en apoyo de su pretensión
. 9. De las aetuacíones recibidas resultan los siguientes extre­

mos. que convien~ poner de manIfiesto para compiementar 101
antecedentes: .

Al El fallo de la Sentencia de la Sala Tercera del Tribuna!
Supremo de 24 de septIembre de 1975 por la que se resuelve el
recurso núrn. 301.395 <le 1972 es delli¡wente tenor hleral:

«Que en el recurso eonteneioso-a:dminastrativo inter­
puesto por la "Asociación de Propietario. y "nugos del
Pinar de Abantos" cóntrá la AdmIDlstraclón General del
Estado, debemos declarar y declaramos. Pnmero, no
haber lugar a la inadmisibilidad pretendilta por el ....boga­
do del Estado: segundo, la nulidad de la reSolUCIón de la
DirecC1ÓIl General de Bellas Artes de 13 de Julio de 1970,
aprobatoria .del proyecto de apartamentos para los seño­
rea Herranz. en San Lorenzo de El Escorial. redactado
por el Arquitecto don José Manuel GonzáJez "alcárcel,
asi como tambIén la nulidad de las Ordenes del Mlmste­
rio de EducacIón y Oenaa de 12 de abf1l y 7 de
diciembre de 1971. tercero. la demolíaon ae cuanto se
hubiere construido al antJ?!'TO de la aprobaclon cuya
nulidad se declara más amha; todo eno SID pronuncIa­
miento expreso en 'cuanto a! pago de las c'Ostas procesa­
les.»

SI En el penúltimo considerando de dicha Senlencla se hate
constar expresamente que en el Arquitecto autor del proyecto de
edificios de apartamentos. «eoncurria la condición de tócnico al
servtctOlO de la Dueccion General de Bellas "rtes. que. por
Resolución de 13 de julio de 1970, aprobó precisamente dicho
proyecto. .

C) Por Orden del Ministerio de Educación y Cienaa de 16 de .
junio de 1976 (publicada en el núm. 202 del «Boletín Ofiaal del
EstadOlO de 23 de agosto del mIsmo año) se dispone se cumpla en
.... propios términos la SentelleJa citada.

D) En oficio dirisido al Presidente de la Sala Teroera del
Tribunal Supremo por e! Subsecretario del Mini.teno de Educa­
ción .y Ciencia con lecha 23 de septiembre de 1970. se comunica
que se adjunta copia de Iaa Resoluciones dictadas por 6e Ministe­
no en cumplimiento de la parte disPositiva de la Sentencia citada,
una dirigida al señor AIcalde-Prealdente de! Ayuntamiento de San
Lorenzo de El Escorial y otra -comunicando la anterior- a!
Presidente de la AsocuIción de Propietarios y Amigos del Pinar de
Abantos, en cuya parte dispositiva se.dice literalmente lo siguiente:

«En t8I sentido, y ademA. de llevar a puro y debido
electo e! cumplimiento de la citada SentencIA por parte
de este ....yuntamien!'i deberán adc>ptarse asimismo Iaa
medidas SIguientes: l. Ordenar la inmediata suspensión
de las obras que se estuvieren realizando en ejecución del
pro6.'::: cuya autorizaci6n.ha sido declarada nula por el
Tril Supremo; 2." requerir a los promotorea para que
procedan a la demolición de lo construido en virtud del
relerido proyecto. con apercibimiento de que si no lo
realizaren en un plazo prodencial, se ejecutará por la
Adminiatración a cargo de aqueDos. de conformidad a lo
previsto en el art. 106 de la Ley de Procedimiento
Administrátivo; 3." dar cuenta a este Ministerio de las
medidas que adopte en cumplimiento de este acuerdo,
así como de la realización de las obras de demolición
decretadaa, a fin de no incurrir en las responsabilidades
a que se refiere el arto 109 de la Ley de la Jurisdicción
ContencioSO-Administrátiva.»

El Dada mta a las partes ere la precedente comunicación con
las copias de las resoluciones dictadas por el' Ministerio de
EdtlCacióll y Ciencia para que manifeataian lo que estimaran
~nte a su derecho, por providencia de la Sala Tercera del
Tribuual Supremo de 25 de octubre de 1976, e! Abogado del
Estado, _ aeñaIar que de t1lIes resuluciones se deducía a su juicio
que por la Administnlción, Ministerio de EducacióÍl y Ciencia,
habia' sido llevado a electo e! cumplimiento en sus propios
términos de la Sentencia, supli06 a la Sala que. dando por cumplida
la Sentencia en sua propios términos, oRIenase e! archivo de Iaa
actuacionea; por su parte la representación procesal de la Asocia­
ción recurrente solicitó de la Sala que tuviera por reinstada la
petici6n del cumplimiento del fallo, pura y simplemente, como
decla la Sentencia y, por respeto a la ntioma, SIn necesidad de
«plazo prudencial» superior a! tranacnrrido ya, que rebasaba los
trece meses. . '.

F) Por providencia de 7 de diciembre de 1976, de la'propia
Sa1a, se acuerda librar comunicación al Ministerio de Educación y
Oencia para que pusiera en conocimiento de la misma si el
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;untamle-nto de El Escorial había cumplido con los extremos
Jrimero ) segundo de la Orden de dicho MinISterio de 24 de agosto
de 1976 y. en caso negativo. y IIn más dilaclOnes. se procediera por
dicha CorporacIón MunWipal a la demolicIón de Iaa obras efectua­
das en los t.ernunos oontenidos-en el fallo de la SentenCIa de 29 de
septiembre de 1975. > .

G) Por proV1dencia de 6 de marzo de 1978 se reitera el
acuerdo antenor. a la que Sl¡Ue un escnto dmgrdo a la Sala de la
represenUlClón procesal de la Asoctaclón en la que. tras señalar que
ello tilgnifica- que &a SenteDCl8 sigue SIn ejecutarse _y la Orden
mlDlsteriaJ stO cumplirse. según es -pUblico y notorio. si bIen
ünícamente parece haberse suspendido la última parte de la
construmon objeto del proceso. aunque sm retlnlr de la misma
elementos tan deciSIVOS para una obra como maqwnaria y la
importante grua que incluso puede oca~iOnar daños a terceros».
suplica se acuerde 4do que proceda conforme a derecho para Ilevar­
adelante la ejecuclon de 18 SentenCIa, de manera efecuva y eficaz».

H) Por provldeocrade 11 de lubo <lel mIsmo año la Sala
acuerda qUf «IIntes de proceder conformt" al an 109 de la Le}
~uladora de ~$ta ¡unsdiCCIOn». se dirIJa nueva comumcación al
MInlsteno ae MucaclOn y CienCia en el mismo sentIdo de las dos
antenores, oro~'10enc18 que se reItera el lb dt: octubre Slglllente. en
este caso para librar comumC&Clon al MlDlsteno ele Cultura. pues
con fecha de Q del mismo mes st habla reabldo un oficio del
ServICIO. de RecUJ'S(,)S del pnmer Departamento CitadO señalando
que. diodo que el asunto habla pasado a 'l'" <le la competencra del
segundO Departamento mlIDstenal t.Q(la la docurnentacioD relativa
al mismo se encontraba en el Mimsteno áe (ultLl1"8 ProvidenCia
que se "eItera de nuevo el 20 de dlCJemOre ele I Q78

n Por escnto de 7 de marzo "ae I Q""Q la representaClon del
actor promovió mctdentt de -eJecuClon de SentellC18, a fin de que
se c1edal'8J'8 la nulidad de la resoluclvn del 'vhmsterio de Cultura
de 5 <l, febrero de 1979. por la qUf .. acordo esumar el recurso de
R:p05I(':JIJn contra la Orden de 8 (le IUhll' df' I Q65. ~ ,asmusmo.
trasladar lo actuado a la Dlreccton General del Patrimonío Artísti·
oo. .o\Tcnlvos ) Museos pera qUt' pOI dicho <." entro directivo se·
formule 11 Mlmsteno de Cultura Iá oponun> propuesta de meJecu­
ción de la Sentencra de 24 de sepuembrt <le IQ'5 por imposibilidad
legal Ot ejecutarla, por concwnr dm. (k ~ ~lfcunstanciascontem­
p)adalt ('D el ano IOS.2 de la UCA (.~ual~ son el. trastorno grave del
orden oúblico jurídico y el l\Tllv, ",mmento <le la Hacienda
PúOIlC,b que producuia iu eJecul'lon En dIcho escoto se suplicaba
se ~·Iam.ara del Mínisteno de (ultura lato actL1aclones y se
declararé'! nula la ResoJuClOn de ) de feorero de 1979. ordenando~al
CItado ~inlSteno el cumphnuento dei talJa

'. Lina vez reclamadas y rectbldab .1& actuaciones por la Sala
Tercera del Tribunal Supremo. llCluaclones que el Mmisterio habla
remttul0 a la ~udiencia NaCional poi razón de otro recurso. por
provI<lellcra de 26 de mayo de 1Q80 la mencionada Sala Tercera
acordo 'lOnerlaa de manifiesto a to<la, Iaa partea personadas Yen
especIa> al Procurador señol Gan<lariDas para 'l.ue en representa·
Clón el< 'a pano Cjecutante .«AsoclllClon <!e Proptetanos y AmIgos
del Pmar de Abantos» pudiera mstruine y a1_ lo que estimara
convemlOle en orden a la ejeCucwn de la Sentencia. Y por
provI<lencra de 12 de novte1tlbre <le 1980 se tUV1eron por hechas las
maml"'UlClones del Abogado del Esrado -en e! sentido de que nada
tenía que alegar en d1cho momento procesal- añadiéndose que «no
habltndose presentado esento aJgono por la representaetón prooe.
sal <le la parte ejecutante (aeDO! GandariDas) estése a la resolución
rec3tda en autos».

J) Con fecha 7 de septiembre de 1982 se dirigió un eacríto por
el Subsecretano del Ministeno <le Coltura a la Presidencia de la
Sara Tercera del Tnbunal Supremo. en el que literalmente se decía
lo slgulente; . > _ ' "\

«En relacióD a la sentencia dietada por.CS8 Sala de su .
digna presIdencia, de 24 <It- _tiembre de 1975. por la
que V" ordeno la demooclon df lOS edifiCIOS oonstrwdos
éll el Pinat· de ~bant05 )'" zona de la Herrería del Real
~J110 <teSan Lorenzo de El Escuna1. me permito solicitar
(it \, t acuerde la no ej«uclón de la l\1encionada
sentencia. en apliC8ClÓn de tO dispuesto por el articulo
128 <le ra Ley del Suelo de 12 <le mayo de 1956. vigente
en el mQJ11ento de la oonstruccJOn de díchas VIViendaS, ya
oue ..tas fueron edificadas en VIrtud de autorización
mníenda por la Dúección General de Bellas MIes con
recha 13 de jubo de 1970 ) de Iicenera mUDlclpal de obras
otorgada el 29 de enero de 19'2. Todo ello. Ife conformi­
oa<l con el dictamen, que adjunto a V l. emitido por el
<\.bogado del Estado Jefe de la Asesorla jurídica de este
Depanamento con techa 13 de jubo del presente año.»

En el mforme de la ASCSÓria Juridica aludido. se contiene una
relacIón de hechos. entre ros i:uaIes figura el relativo a que e!
acuerdo del Mimsterio de Cultura de 3 de febrero de 1979 fue
objeto de recuTS? contencioso por la ASOCIaCión de Propietarios y

•

>\mígos del Pinar de Abantos, recurso que ha sido resuelto por
Sentencra del Tribunal Supremo de 10 de abril de 1982. por la que
se anula el acuerdo recurrido. En el fundamento de derecho
-únu:o- de) informe. se propone se ofiCie al Tribunal Supremo para
'a aphcaclón del art. 228 de la Ley del Suelo de 1956 arguyendo
que los piSOS se encuentran hace uempo vendIdos y ocupados por
"terceras personas ~enas a Ja litis, y Que la construCCIón de los
mIsmos se erectuó estando vI8ente la Ley del Suelo de 12 de mayo
de 1956». . .

K) A la vista de la comumcación transcrita. la Sala Tercera del
rribunal Supremo, por provIdencia' de 13 -de octubre siguiente,
"",rdó remitir testimomo de la sentencia en cuestión al Delegado
Jel GobIerno de la ComISJón de Planeamlento y CoordinaCIón del
-\rea Metropolitana de Madnd. asi corno de la cornumcaClón de la
Subsecretaria de Cultura y del mforme de la <\.bogacia del Estado
oara <lue. en el plazo de dos meses. notificase al Tribunal si por
¡notlvos de mterés público se Imponía segUIr o ·conservar la obra.

L) Por esento de 30 de nOV1embre de 1982, registrado de
~trada en el Tribunal Supremo el SIguiente día l de diciembre, el
Jecretano general de la comISIón del Arca Metropolitana de
\fadrid comumca a la Sala Tercera del Tribunal Supremo que en
_ón celebrada el 14 de octubre la Conuslón Delegada del Pleno
:te dIcha ComlSlOn de Planeamlento y Coordinactón acordó «por
JDaDlmidad. mformar a la Sala Tercera del Tribunal Supremo
,recurso contencio5<>-adnllmstrallvo núm. 301.395) que ha(bia)
'usar al IDterés a que se refiere el arto 228 de la Ley del Suelo de
t2 de mayo de 195ó, en conservar los edifictos construidos en el
!'inar de Abantos del Real slllo <le Sati Lorenzo de El Escorial»; este
"CUerdo se fundamenta en una exposWión de antecedentes, con
referencia expresa al examen ¡«examllllldo») tanto del escrito del
3ttbsecretano del Mimsterio <le Cultura de 7 de septiembre de 1982,
'1tenClonado. como del mforme de la Asesorla Jurídica del citado
Depanamento mmistertal. mdicando que en e! mismo se .....ye
que.

«a) Los PISOS de los edificios citados se eneuenJraD
hace tiempo vendidos y ocupados por tert:eras _
~nas a la litts.

b) Una posible reclamación contra el MinisteriO de
Cultura por los promotores, en demanda de indemnia­
ción de daños y perjUIcios. ..

c) Conflicto de un trastorno grave del orden público,
con posible detnmento de la Hacienda Pública».

- LL) Dado traslado de dicho escrito a las partes, tras di_
\ncidencias, 6stas evacuaron las oportunas alegaciones. El Abopdo
del Estado solicitó se acordase e! sobreseimiento de Iaa aetuacionea
'ocidentales, sin Pt!.iuWio de que por quien se considerase in_
·10 y lesionado directamente por el no cumplimiento de la
>entonCla en SUS JITOpios términos se pudiera inalar la determina­
ción y cuantifiC8C1ón de los daños y perjuicios que de tal contingen­
cia le literan prodncidos. Por su lado. la representaetóD procesal de
'a "'sociación se opUSO radicalménte a la inejecnción de la
Sentencia.

M) Con fecha del6 de mayo de 1983 la Sala diCló el primero
·Ie los Autos abora impugnados. cuya pano dispositiva es del tenor

. :iteral siguiente: .

«La Sala acuerda: Que no dando lugar a la demolición de
lo aqul solicitado. se da por fuiiquitado el presente
incidente de ejecuclOn. sin perjuicio de las sumas que
hubieren de satisfacerse en con~de resarcimiento de
daños e indemnizacion de peJjwcios a quienes, directa­
mente afectados por la Sentencia a que se contrae esta
ejecuCIón. proeben la eXIstencia de los refuridos daños y
perjuicios: todo ello SIO la expresa ,,!,ndena de costas.»

Interpuesto recurso de súpliCl! contrlÍ dicho Auto por la~
<enUlClón procesal de la ASOCIaCIón, la Sala, por Auto de 20 de
Junio SIguiente. lo desestImó. confirmando la resolnción impugna­
,18 por sus mIsmos fundamentos y por los contenidos en la propia
i{esolnción de 20 de Junio. en la que razona que la resolnción
""""'" de la aplicación del arto 228 de la Ley de! Suelo se adopta
por la Sala, a la vista del informe 00 vinculante de la Comisión, por
'o que la sentencia la manda ejecutar el Tribunal, no habiéndose
,lToducido vulneración del arto 24.1 -y 117- de la Constitución.

10..Por providencia de 7 de noviembre de 1984 se señaló pata
Jeliberación y votación el día 14 siauiente.- .

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS

.1. l.a cuestión que se plantea en el. presente recurso es la dé
determinar si Iaa resolnciones impugnadas han vulnerado el
derecho a la tutela judicial efecl'va. que con........ el arto 24.1 de la
Constitución_" '
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2. Para resolver la cuestión suscitada, multa necesario etOc­
tuar unas consideraciones en orden a la doctrina establecida por el
Tribunal en relación a.1a interpretación del art. 24.1 de .,
ConslltUCIon, antes meDCIonado. .' , ' '

A) . El derecho ala tutela judicial efectiva comprende, según ha
declaIado el Tribunal en relleradas ocasiones, el de obtener'la
ejecución de'las Sentenci... dejando a salvo '!"tura1mente e1.caso
de las meramente declaIallvas. pues lo contrano seria converl1r las
deciSIones judiciales en meras declaraciones de intenciones (Sen­
tencia 32/1982. de 7 de jumo. FJ I "l.

B) La ejecución de las Sentencias y resoInciones firmes COm&­
ponde a los titll1are$ de la potestad JUrisdIccional «haciendo
ejecutar lo juzgado» según las normas de compelencía y pro<edi­
miento que las leyes establezcan (art. 117.3 de la Constitución). El
derecho fundamental se satislilce cuando el órpno judicial adopta
las medidas oponunas para llevar a efecto esa ejecución con
independencia de cuál sea el momento en el que las dieta, aunque
si las adopta con una tardanza excesIva e lI18ZOIlIlble puede
conSIderarse leSIonado el derecho a un proceso sin dilaciones
indebidas establecIdo en el an, ,24.2 de la Constitución (SentenClll
26/1983. de 13 de abril, «Boletín Oficial del Estado» de t7 de
mayo, FJ 3,°). Por otra parte. el Tribunal ha puesto tambtén de
manifiesto la conexión entre uno y otro derecho. pues el retraso
injustificado en la adopción de las medidas afecta en el tiempo a
la efectividad del derecho a la tutela judicial efectiva (SentenClll
6/1981, de 14 de julio, «Boletín Oficial del Estado» de 20 de julio,
FJ 3). Por últImo, como multa de lo expuesto. las mencionadas
medIdas se podrán adoptar de ofICIO o a mstancia de pone, de
acuerdo con lo establecido en las leyes. ,

C) El derecho a la tutela Judicial no alcanza a _OOr las
diferentes modalidades 9ue puede revestJr la "J.OCUC!ón de la
Sentencia, pues -00100 diJO ya la SenteDCla del Tnbunal 58/1983.
de 29 de junio. «Boletín Oficial del Estad... de 15 de Julio, FJ 2­
tan conslltUCIonal es una ejecuctón en la que se cumple el pnnClptO
de identidad totaJ entre lo ejecutado y lo estatuido en el fllllo como
una ejecución en la que, por razones atendibles, la condena es
sustituida por su equivalente pecurüano o por 9tro upo de
pmtación.

D) De acuerdo ,coi> lo anterior el legislador puede establecer.
sin afectar al contenido esencial del derecho, los supuestos en que
puede no "I'licarse el pnnClptO de ll1enlidad y SUSlttuirse por ll1Ilt
lDdemnizactóD. Y. en esta línea~ razonanllen~ puede afirmarse,
con carácter genera1, que la aptiC8C1ón del ano 228 de la Ley del
Suelo, como medida procedente para la ejecuetón de la Sentencia,
no es opuesta áI derecho fundamental del art, 24 1 de la Constitu­
ción, máxime teniendo en cuenta que el derecho a la ejecucion de
la Sentencia -en la fonna estableCIda en la Ley- es UD derecho que
afecta a cuantos han, SIdo pone en la litis (Sentencia 6711984, de 7
de junio, «Boletin Oficial del Estad... de II de julio. FJ 41.

El Las resoluciones finnés diCIlldas en ejecución de SentenclB
deben ser cumplidas y han de hacerse ejecutar por los Jueoes )
Tribunales, de acuerdo con lo estableado en las leyes en matena de
com~tenciay prooedimiento. Esta formulación constitucional no
impide q~ el legislador establezca sUpoeSIos de finn.... potenctal·
mente debilitada. como sucede con los recursos extraordinario de '
revisión y otros que podrían citarse, pero Impide que al mar¡¡en de
tales supuestos, taxativamente preVIStos., se dejen SIn etOcto lato'
resoluciones firmes (Sentencia 67/1984. Clt, FJ 4).

3. Las ~nsideraciones anteriores nos permiten ya entrar en el
examen de SI se ha produetdo la vulneraCión del art. 24 1 dt' la
Constitución, Para fo cual. como recuerda oportunamente el
Abogado del Estado, conviene señalar. una vez más. que el obJelO
del recurso de ampsro se etreunscribe a la tutela de los derechos
fundamentalesmcluidos en su ámbl\o tan 41 1 de la Ley QrsáDlca
del Tribunal ConstituclOlIaI -LOTC-l, por lo que la competencIa
del Tnbunal no se extiende al examen de tas CUestIOnes de legalidad
más que en la medida en que inCIdan en el ámbito del derecho
fundamenlBl. '

A) En el presente caso. por OrdenCleI Ministerio de Educación
y CienclB de 16 de junio de 1976 se dispone el cumplimiento en sw.
proptos térmmos de la Sentencia dictada en 24 de septiembre de
1975 (antecedente 9. apartado CJ. Esta Orden, emanada del
MinIsterio autor del acto anulado. slllllfica que el órgano que debe
ejecutar la SentenCIB' acuerda Que no procede en derecho DI ta
SUSpenSIOD ni la ineJecución del fallo. todo ello de acuerdo con los
ans. 103 ) 105 de la UCA. es dectr, que no concurre nin¡una de
las causas de Suspenslon e mejecuctón contelUdas en el mencíonado
art. lOS, entre ~s cuaJes seenáJentra el peligro de trastorno grave
del orden publico y el detnmento ¡¡rave de la Hacienda Pública.

B) Una vez dictada la orden meDetonada. se diClan asunismo
diversas providencias finnes, relativas al cumplimiento de la
Sentencia en sus propios términos. todas ellas con anterioridad a la

Constitución (antecedente 9, apartados, F. G y Hl. Y con posteri...
ridad a la misma es cuando, a instancia de la pane actora, se inicia
un incidente de ejecución de SenteRcia que finaliza con los Autos
aquí impoanadOl (antecedente 9. apartados I a M).

C, De acuerdo con la doctrina antes expuesta. tales providen­
cias firmes sólo pueden quedar afectadas en los supuestos previstos
por la Ley. En este caso, el Tribunal Supremo entiende de
aplicación el art. 228 de la derogada Ley del Suelo de 12 de mayo
de 1956 y, como conaecuencia de ello. se dirige a COPLACO en 13
de octubre de 1982 para que en el plazo de dos meses notifique al

,órpno jurisdiccional St. por motivos de interés público, se impone
se¡¡uir o conservar la obra,

D) Con independenClll de los problemas legales que suscita la
aplicacion de este art1cttIo. desde la perspectiva constitucional a la
que debemos limitarnos es necesario señalar, en pnmer lugar, que
el mencionado ano 228 prevé un supuesto en el que puede no
cumplirse en la ejecución el prinCIpio de Identidad entre lo
ejecutado y lo establecido _n el fallo. por motivos de !Dteres
público. En segundo termino, debemos añadir que. de acuerdo con
la doctrina establecida en la SentencIa 67/1984, Cll" fJ 4. apo. E y
F, estos motivos de interés público no pueden ser los mismos cuya
al'f"CÍ&C!ón corresponde, eo su caso, al órgano autor del acto o
dlsposición'objeto del recurso contencioso, en los termmos estable­
cidos en la !JCA -posterior a la Ley del Suelo de 1956-. cuando
eUo supone la reVIsión de actos Y resolUCIones ,Iudlclales lirmes.
como en el presente caso, Por otra pone, una véZ promulllllda la
Constituetón, resulta claro que la comPetenCIa para Juzgar y hacer
ejecutar lo juzgado corresponde exclusivamente a los Jueces y
Tribunales. de conformidad con las nonnas en malena de comPe­
tencia y procedimIento que establezcan las leyes (an. 117.3 de la
Constitución~ por lo que es de su competencia adoptar la decisión
procedente acerca de la eXlstenCIB de las razones de mteres público
a que alude el mencionado arto 228. como reconoce la última de las
resoluciones impugaadas Finalmente, dado que el an 24.1 de la
Constitución comprende el derecho a obtener una resolUCIón
fundada eo derecho. se¡iJn hemos declaIado en mu) reIteradas
ocasiones, COITeSponde a la Sala de lo ContenclOso-,.6tdmtnlstrativo
válorar si las razones <te mterés público alegadas por COPLACO
(en cuanto estén inclwdas dentro de las que pueden ser objeto de
apreciación por la ComISIón a que se refiere él an 228 de la Ley
del Suelo de 1956 por razón de su competenClll y en lodo caso, con
los limiteS ya mdicados por razón de la UCA) han de prevalecer
o no sobre las razones de lQteres público Que concurren en la
defensa de los parajes pIntorescos de mterés DaClonai, y en concreto
del afectado en el caso de que se trata. juiCIo de prevalencia que ha
de erectuarse para determInar en qué medida las·razones de interés
público imponen _tr o conservar la obra.

4. Planteada... la cuesllOn, el examen del acuerdo de
COPLACO de 30 de nOVIembre de 1982 y de los '\.utos impu¡na­
dos acredita k¡ SllUiente

!\.) Las razones de Interés público adUCIdas por COPLACO
comciden en ll8fle con las que contempla el ano 105 de la UCA,
que se refiere. entre otras_ causas de supenslon, o mejecuci6n de
Sentencias, al peligro de trastorno lP'Itve del oi'den público y al
detrimento lP'Itve de la H8CIenda Pública, habIéndose dictado con
anterioridad a la Constitución la Orden de 16 de lUDIO de 1976
disponiendo el cumplimtento de la SentenClll en sus pro{lios
términos, en aplicacIón de lo dispuesto en la Ley de la JunsdiCClóa;
por ello taJes razones de Interés público no pueden ser objeto de
COllSlderactón nuevamente -como aqUÍ ha, sucedido- ~ra revisar
actos anteriom e IlICldtr sobre resoluCIones' ¡odlctaJes firmes
dictadas en ejecución dt> Sentencia.

Bl Aunque no fuera ast. resulta que el infonne de COP,LACO
no erectiJa valontctón alguna en virtud de la cual ¡usllfique que las
razones de mterés publico COllCUJ1'CDtes en que stg,a o se conserve
la obra -distintas o no de las contempladas en el art 105 de la
UCA- deban prevalecer sobre las existentes para llevar a cabo su
demolición, ponderarujo de forma razonada los itÍtereses contra­

'puestos eñ presenCIa. Y tampoco _feeliJa un desglose en la
aplicación de estas razones al edificio construido y áI que se
encuentra en construccIón (realidad elegada por el actor y no
n~ en el presente recurso), ya que si es cieno que del segundo
edificio sólo se ha construido pone de la estructura, no se entiende
como DUede ser una razón que Impllo" su conservación el que los
pISOS del mismo se encuentren hace llempo vendidos y ocupados
por tercera. personas (antecedente 9. L), ,

C) E1)UÍCÍo razonado de prevalencia viene exiJlÍdo por el
prGpto art. 228 de la Ley del Suelo, teniendo en cuenta que la
tneJecución de la Sentencia en sus propios tétmJnos sólo podré
acordarse si el interés público que impone seguir o conservar la
obra -en todo o en parte- ha de calific8rse de prevaJente, válorand~
las razones ofrecidas al erecto, u otras, dentro de los limite
indicadoa.

•
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Dl Este juicio de prevalencia no se ha efectuado por ninguna
de las resoluciones impugnad,as -como acredita su simple lectura­
las cuales acogen el informe de COPLACO -aeg1in aclara la
segunda de eUas- que tampoco vaJora !as razones de interés público
en conflicto. _,,'. .

El La falta de una resolución fundada en de!echo. en virtud de
la cual se acuerde li procede, o no, seguir o conservar la obra, en
todo o en parte, en virtud del juicio de prevalencia· omitido, da
lugar a que los Autos impugnados vulneren el arto 24.1 de la
Constitución, -yen concreto el derecho a Ja e,ecución de la
SentenCIa, ~uya ejecución en sus propiOS términos sólo·puede ser
austituida en aplicación de lo previsto en la Ley, mediante
resolución fundada en derecho, en los términos expuestos; es <tecIT.
mediante la realización del juicio de prevalencia, en el que no
podrán tomarse en consideración las razones de interés público
~ntempladas por el arto 105 de la Ley de la lurisdicción.

S.EI recurrente ha aludido también ~unque sin Citar expresa·
mente el arto 24.2 de la Constitución- al tiempo lran,!",!rrido desde
la Sentencia del año 1975 'hasta que se pide el mforme de
COPLACO en 1982, lo 9ue podria suponer la, vulneración del
derecho s un proceso púbhco sm dilaciones indebidas, intimamen- .
te conectado. según hemos' indicado. con el derechos la tutela
judicial efecuva.

AbOta bien. es lo cierto que el derecho a la ejecución de la
SentencIa (le conformidad con lo que ttispongan las leyes -en
materia de competencia y procedimiento correspOnde a las dos
partes. y es aSimismo cierto que el arto 228 de la Ley del Suelo de
12 de mavo de 1956 -que la Sala de lo ContenCIOSO ha estimado
de aplicacIón, Impone al Juez o Tribunal que haya de ejecutar el
fallo que efectúe Ia.comunicaclón llevada a cabo; ta:.1 comunicación
se inserta pues dentrQ del procedimiento exigido por la Ley para la
ejec':lclón úf la SentenCia., por lo Que no es contrario al derecho a
la tjecuClon de la misma. DebIendo sefialarse que la dilación
indebida en la ejecución, en todo caso no denvana de la petición
y remislon -del informe, que se produCt" en un corto periodo de
tiempo. sme de otra serie de causas-que se ban puesto de manifiesto
en loS antecedentes (especialmente en el núm. 9), unas antenores
y otras postenores a la Constitución.

6. _ Las conSIderaciones expuestas en los fundamentos juridicos .
antenores conducen a la conclusión de que procede estimar el
recuso de amparo, Debemos ahora precIsar el contenido del tilDo,
para lo cual hemos de partir del an 55,1 de la Ley Oqánica del
Tribunal Constitucional, el cual establece que la Sentencia que
otorgue el amparo contendré aJ¡uno o algunos de los pronuncia­
mientos sIguientes: a) Declaración de nulidad de la decisión que
haya . ImpedIdo el pleno ejercíao de los derechos o 'libertades

27951 'Sala Primera. Recurso de amparo numero 575/1983,
·Sen/enela numero lIO/1984 de 20 de noviembre.

La Sala Pnmera de! Tribunal ConstitucIonal, compuesta pór
OOn ManUel aareta-Pelayo y Alonso. Prestdente; don Angel Latorre
Segura. don Manuel Diez de Velasro VallejO. doña Gloria Begué
Cantól\. don Rafael Gómez-Ferrer Morant y don Angel Escudero
:,<1 COlral. M;lgistrados, ha pronuncIado

EN NOMBRE DEL REY
la sigulente

SENTENCIA

En el recursO de amparo núm. 575/1983. promovido por don
Fernando Gamdo Falla, representado por el Procurador don

, Francisco Sanchez Sauz, asumiendo la dirección letrada el propio
recurrente contra acuerdo de la Direccion General de InspeccIón
finanCIera y Tributaria y Sentencia del Tribunal Supremo que ¡a
confirmo. En el recuno han comparec¡do el Ministerio Fiscal y er
Ahogado del Estado. Ha sido ponente el Magistrado don Angel
Latorre Segura. qUIen expresa el parecer de la Sala. .

L ANTECEDENTES

1. Con fecha 3 de agosto de 1983 el p,:ocuraOOr de los
Tribuna)es. don Francisco Sánch~ Sanz. en nombre y representa.
ción de don Fernando Garrido Falla, presenta demanda de amparo
constItucIOnal en que luplica se anule la resolución de 10 de marzo
de. 1983 de la Dirección. General de Inspección FÍIUlIlCiera y
Tnbu;tana aUlonzando.la mvestigacion de las operaciones activas
y pa!'lvas del recurrente en determinadas entidades ban<:arias '1 de
,crédito. OSI como la Sentencia del Tribunal Supremo de 29 de julio
!le 1983. que declaraba conforme a Derecho tal resolución. Suplica
IJIUOlmente se ImPOJl8llll las costas en todo ,el procedimIento

protegidos, con determinación, en su caso, de la extensión de tus
efectos. b) Reconocimiento del derecho o libertad pública, de
conformidao con su contenido constitucionalmente declarado. e)
Restablecimiento del recurrente en la integridad-de su derecho o
libertad con la adopción de las medidas apropiadas, en SU caso;
-oara su conservación.
. . En el presente caso, de 8cuerdo con las consideraciones ya
expuestas, resulta claro que 'procede declarar la nulidad de los
Autos impugnados. Asimismo, procede reconocer el derecho del
recurrente a la ejecución de la Sentencia de la Sala Ternera del
Tribunal Supremo de 24 de septiembre de 1975, pur la que se
tesuelve e! recuno núm. 301.395 de 1972, para lo cual ,la Sala
mencionada deberá dietar una nueva resolución, fundada en
de!echo, de acuerdo con, las consideraciones contenidas en el
fitndamento jurídico cuarto, quedando e! actor restahlecído en su
derecho mediante la resolución que se diete, por lo que respecta a
las dos resoluciones aqui impugnadas a las que Be circunscribe el
l'fesente recuno.

FA L LO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal ConstltuClonal.
POR LA AUTORIDAD QUE l-E CONRERE LA CONSTITU­
CION DE LA NAClON ESPANOLA,

Ha decidiOO:

1: Estimar en .parte el recurso de amparo y ,¡ tal efecto:

a) Declarar la nulidad de las resoluciones impugnadas.'
bl Reconocer el derecho del recurrente a la ejecución de la

Sentencia de la Sala Ternera del Tribunal Supremo de 24 de
septiembre. de 1975, pur la que se reSuelve e! recurso col\tencioso­
administrativo núm. 301.395 de 1972.

c) , Restablecer ala aetora en,1a mtegridad de sn derecho, para
Jo cual 111 Sala mencionada deberá dietar una nueva resolución
fundada en derecho, de acuerdo con las consideraciones contenidas,
en el fundamento jurídico cuarto de la presente Sentencia.

2. Desestimar el reclino en todo lo demás.

PuÍJüquese esta .Sentencia en el «JIo1etin Oficial del EstadoJo.

Madrid, 26 de nobiembre de 198J1.-«EI excelentisímó ieñor dOn
Manuel Garcia ~layo y Alonso votó en Sala y no podo tir­
11lllt».-Firmado y 'rubricado: Angel Latorre Segura.,-Manuel Diez
de Velasco VaIlejo.-Glona~ Cantón.-Rafael Gómez-Ferrer
Morant.-An¡el Escudero del Corral.-Firmados y rubricados. ,

seguiOO a la Administración deinandada. Pur escrito de 5 de
septiembre de 1983 solicita la suspensión del acto administrativo
unpngnado.

Basa su, pretensIón ,~n los hechos que, "",umidamente, se
aponen:

Al Con fecha 10 de marzo de 1983 la Dirección General de
Inspección Financiera y Tributaria dictó una resolución pur la que
acordaba estimar procedente la investipción de las operaciones
activas y pasivas que afectasen a determInadas entidades bancarias
y de ahorro y de las que figurase como titular e! hoy demandante
de amparo, don FernanOO GarriOO Falla.

BlContra e! refurido acuerdo, interpuso el demandante,
conforme al procedimiento especíal y sumario previsto en la Ley
62/1978. de 26 de diCIembre, recurso contencioso-administrativo
~n el que, con fecha 18 de junio de 1983,10 Sala de lo Contencioso­
"dministratlvo de la Audiencia Nacional dietó Sentencia pur la
que declaró la nulidad de la resolución impugnada, consideranOO
que las cuentas corrientes bancarias forman parte del ámhito de la
Intimidad penonal y Ülmiliar que protege el arto 18.1 de la
Constitución,'por in que ta Ley 50/1977, de 14 de noviembre, que
pemtitla sin limitaelón la mvestigación de las cuentas corrientes,
siempre que fuese ordenada pur determinadas autoridades admi­
nistrativás, debía considerarse derogada pur la Constitución, sin

r¿sirviera para rehabilitarla la posterior promulgación de la Ley
nica 1/1982, de 5 de mayo, sobre protección civil del derecbu

al onor, a la intimidad penonaly familiar yola propia imagen.
e) Recurrida en apelación pur e! AhogaOO del Estado la

anterior Sentencia,' ésta fiJe revocada por lio Sala Tercera del
Tribunal Supremo, mediante Sentencia de fecha 29 de julio de
j 983, en la que concluye afirmanOO una premisa contraria a la de
la Audiencia Nacional, esto es, que no cabe incluir la reserva de las
cuentas bancarias en e! ámbito de protección del derecho constitu·
cional a la intimidad, pur lo que no podio entenderse que la
hahilitación legal que permitía ala Administración la invektigac¡ón
de las cuentas hubiera lIuedado abrogada.


